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JUNTA DE ANDALUCIA

CONSEJERIA DE SOSTENIBILIDAD, MEDIO AMBIENTE 
Y ECONOMIA AZUL

CADIZ
ANUNCIO DE EXPOSICIÓN PÚBLICA

ANUNCIO DE EXPOSICIÓN PÚBLICA DEL EXPEDIENTE DE DESLINDE PARCIAL 
DE LA VÍA PECUARIA “CAÑADA REAL DE PINO SOLETE” EN EL Tramo ENTRE 
LAS COORDENADAS UTM HUSO 30 REFERIDAS AL SISTEMA DE REFERENCIA 
ETRS89 [220790;4060940] Y [220565;4060010], DEL TÉRMINO municipal DE JEREZ 
DE LA FRONTERA, PROVINCIA DE CÁDIZ. Expediente: 22VP0041.
 De conformidad con lo establecido en el art. 31.4 del Reglamento de Vías 
Pecuarias de la Comunidad Autónoma de Andalucía, aprobado por Decreto 155/1998, 
de 21 de julio (B.O.J.A. Nº 87, de 4 de agosto) una vez redactado, por parte de los 
Servicios Técnicos de la D.T. de la Consejería de Sostenibilidad y Medio Ambiente en 
Cádiz, informe sobre el tramo de vía pecuaria cuyo deslinde se pretende, este, así como 
el resto del expediente, estará expuesto al público en las oficinas de esta Delegación 
Territorial de Sostenibilidad y Medio Ambiente en Cádiz, sita en PZ\ ASDRÚBAL Nº 
6. EDIFICIO DE LA JUNTA DE ANDALUCÍA. 3ª PLANTA, en CÁDIZ, así como 
en la página web de la Consejería de Sostenibilidad y Medio Ambiente, a través de la 
siguiente página web:
 https://juntadeandalucia.es/organismos/sostenibilidadymedioambiente/
servicios/participacion/todos-documentos.html 
 durante el plazo de UN MES desde el día siguiente a la publicación del 
presente anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia para que cualquier persona 
física o jurídica pueda examinarlo y formular cuantas alegaciones estimen oportunas, 
presentando los documentos y justificaciones que estimen pertinentes.
 Asimismo tal y como previene el Artículo 45 de la Ley 39/2015 del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, el presente 
anuncio servirá como notificación a los posibles interesados que sean desconocidos, se 
ignore el lugar de la notificación o bien, intentada ésta, no se hubiese podido practicar.
 14/3/25. EL DELEGADO TERRITORIAL, Oscar Curtido Naranjo. 
Firmado.                
             Nº 40.901

DIPUTACION PROVINCIAL DE CADIZ

AREA DE PLANIFICACION, COORDINACION Y DESARROLLO 
ESTRATEGICO

INSTITUTO DE EMPLEO Y DESARROLLO SOCIOECONOMICO Y 
TECNOLOGICO (IEDT)

EDICTO DEL INSTITUTO DE EMPLEO Y DESARROLLO SOCIOECONÓMICO 
Y TECNOLÓGICO DE LA DIPUTACIÓN DE CADIZ SOBRE LA MODIFICACIÓN 
DEL PLAN ESTRATÉGICO DE SUBVENCIONES PARA LOS EJERCICIOS 
2024 – 2026.
 El Vicepresidente del Instituto de Empleo y Desarrollo Socioeconómico 
y Tecnológico de la Diputación de Cádiz, con fecha 21 de marzo de 2025, aprobó la 
modificación del Plan Estratégico de Subvenciones para los ejercicios 2024 - 2026, 
por lo que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
-LPACAP-, se hace público para general conocimiento.
 Contra este acuerdo cabe recurso contencioso-administrativo ante la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en la forma y los plazos que establecen las normas reguladoras 
de dicha jurisdicción.
PLAN ESTRATÉGICO DE SUBVENCIONES DEL INSTITUTO DE EMPLEO Y 
DESARROLLO SOCIOECONÓMICO Y TECNOLÓGICO DE LA DIPUTACIÓN 

PROVINCIAL DE CÁDIZ PARA EL PERIODO 2024-2026
(ART. 8 LEY 38/2003, DE 17 DE DICIEMBRE, GENERAL DE SUBVENCIONES)
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PREÁMBULO 
I

 Según la Exposición de Motivos de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, una parte importante de la actividad financiera del sector 
público se canaliza a través de subvenciones con el objeto de dar respuesta, con medidas 
de apoyo financiero, a demandas sociales y económicas de personas y entidades públicas 
o privadas.

 Desde la perspectiva administrativa, las subvenciones son una técnica de 
fomento de determinados comportamientos considerados de interés general e incluso 
un procedimiento de colaboración entre la Administración pública y los particulares 
para la gestión de actividades de interés público.
 Desde la perspectiva económica, las subvenciones son una modalidad 
importante de gasto público y, por tanto, deben ajustarse a las directrices de la política 
presupuestaria, actualmente orientada por los criterios de estabilidad presupuestaria y 
crecimiento económico.
 La aplicación de los principios constitucionales de eficacia y eficiencia, y la 
asignación equitativa de los recursos públicos, impuesta por los artículos 31.2 y 103.1 
de la Constitución Española, implica, necesariamente, que la gestión de los mismos 
se lleve a cabo de una manera planificada. Desde esta perspectiva la Ley General de 
Subvenciones supone un paso más en el proceso de racionalización de nuestro sistema 
económico incardinarse en el conjunto de medidas y reformas que se han venido 
instrumentando con esta finalidad.
 Dicha necesidad de planificación, se establece de manera específica para 
las subvenciones en el artículo 8 de la Ley 38/2003, de 17 de diciembre, General de 
Subvenciones (en adelante LGS), y en los artículos 10 y siguientes de su Reglamento 
de desarrollo, RD 887/2006, de 21 de julio (RLGS). Disposiciones que consideran 
que esa planificación deberá materializarse a través de los Planes Estratégicos de 
Subvenciones (en adelante PES), considerados como instrumentos de planificación 
de las políticas públicas que tengan por objeto el fomento de una actividad de utilidad 
pública o interés social o de promoción de una finalidad pública.
 La exigencia de los PES fue introducida por la Ley 38/2003, norma de carácter 
básico, que en su artículo 8 de la LGS establece la necesidad de que “los órganos de 
las Administraciones Públicas o cualesquiera entes que propongan el establecimiento 
de subvenciones, con carácter previo, deberán concretar en un Plan Estratégico de 
Subvenciones los objetivos y efectos que se pretenden con su aplicación, el plazo necesario 
para su consecución, los costes previsibles y sus fuentes de financiación, supeditándose 
en todo caso al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria”.
 La Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria 
y Sostenibilidad Financiera, en su artículo 7º, establece que “las políticas de gasto 
público deberán encuadrarse en un marco de planificación plurianual y de programación 
y presupuestación, atendiendo a la situación económica, a los objetivos de política 
económica y al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera”.
 De acuerdo con lo anterior, los Planes Estratégicos de Subvenciones pretenden 
establecer una conexión entre los objetivos y efectos que se pretenden conseguir, con 
los costes previsibles y sus fuentes de financiación, todo ello con el objeto de adecuar 
las subvenciones 
objeto de concesión con las previsiones de recursos disponibles, con carácter previo a 
su nacimiento y de forma plurianual.
 Precisamente por ello, la Ley 38/2003, establece que los Planes Estratégicos 
de Subvenciones deben fijar un sistema de seguimiento y control, que permitan que 
aquellas líneas de subvenciones que no alcancen el nivel de consecución de objetivos 
deseado o que resulte adecuado al nivel de recursos invertidos puedan ser modificadas 
o sustituidas por otras más eficaces y eficientes, o, en su caso, eliminadas.
 Los principios, ámbito, contenido y seguimiento del PES aparecen regulados, 
fundamentalmente, en los artículos 10 y siguientes del RD 887/2006, de 21 de julio.
 Por último, el establecimiento de un PES enlaza directamente con la 
exigencia de una mayor transparencia en la gestión de los recursos públicos.
 En este sentido, ya la Ley 28/2003 establecía en su Exposición de Motivos 
que uno de los principios que la inspiraba era, precisamente, la transparencia, y con este 
fin las Administraciones Públicas deben hacer públicas las subvenciones que concedan.
 En esa misma línea, el artículo 6.2 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a  la Información Pública y Buen Gobierno  determina que “las 
Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y plurianuales en 
los que se fijen objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto 
para su consecución. Su grado de cumplimiento y resultados deberán ser objeto de 
evaluación y publicación periódica junto con los indicadores de medida y valoración, 
en la forma en que se determine por cada Administración competente”.
 Esta mayor transparencia, incide de forma directa en un incremento de los 
niveles de eficiencia y eficacia en la gestión del gasto público dedicado a la actividad 
subvencional de las Administraciones Públicas, permitiendo dar a conocer a los 
ciudadanos el uso que las mismas hacen de los recursos públicos. Esta información ofrece 
datos concretos, tanto de los objetivos previstos, como de los resultados conseguidos 
cuando se produzca su evaluación, así como de las unidades administrativas encargadas 
de su consecución.

II
 La integración de nuestro país en la Unión Europea produce una doble 
incidencia en las subvenciones públicas: de una parte limitando el poder subvencionador 
de las Administraciones Públicas españolas y, de otra, canalizando en forma de subvención 
una parte importante del gasto comunitario en nuestro país.
 El precepto del que hay que partir es el artículo 107 del Tratado sobre el 
Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), que fija la regla general sobre ayudas 
al Mercado Interior. Dicho artículo establece que, salvo que los Tratados dispongan 
otra cosa, serán incompatibles con el mercado interior, en la medida en que afecten a 
los intercambios comerciales entre Estados miembros, las ayudas otorgadas por los 
Estados o mediante fondos estatales, bajo cualquier forma, que falseen o amenacen 
falsear la competencia, favoreciendo a determinadas empresas o producciones.
 Serán compatibles con el mercado interior:
- las ayudas de carácter social concedidas a los consumidores individuales, siempre que 
se otorguen sin discriminaciones basadas en el origen de los productos;
- las ayudas destinadas a reparar los perjuicios causados por desastres naturales o por 
otros acontecimientos de carácter excepcional;
 Podrán considerarse compatibles con el mercado interior:
- las ayudas destinadas a favorecer el desarrollo económico de regiones en las que 


